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Exp. 118/2022 


PRIMERA SALA UNITARIA DEL TRIBUNAL ESTATAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA
EXPEDIENTE: 118/2022/1
PARTE ACTORA: 

**********. 
AUTORIDADES DEMANDADAS:

FISCALÍA GENERAL DEL ESTADO DE SAN LUIS POTOSI Y OTRAS AUTORIDADES.

MAGISTRADO:

LICENCIADA MA. EUGENIA REYNA MASCORRO.

SECRETARIO DE ESTUDIO Y CUENTA:

LICENCIADA ROSALINDA CORONADO VILLALOBOS. 

   
San Luis Potosí, San Luis Potosí, doce de septiembre de dos mil veintidós.

V I S T O S para resolver en definitiva los autos del juicio  contencioso administrativo número 118/2022, promovido por **********, contra actos de la FISCALÍA GENERAL DEL ESTADO DE SAN LUIS POTOSÍ Y OTRAS AUTORIDADES; y,
R E S U L T A N D O:
I.- Por acuerdo de ocho de abril de dos veintidós, se admitió la demanda promovida por**********,  respecto de las autoridades y los actos que enseguida se precisan:

1. Fiscalía General del Estado

2. Dirección General de Métodos de Investigación, y

3. Dirección Administrativa.
De la citada autoridad, la parte actora impugna el siguiente acto: 


Cese verbal como Policía “A” de la Dirección General de Métodos de Investigación de la Fiscalía General del Gobierno del Estado.
          II.- Substanciado el presente juicio en cada una de sus etapas, el seis de septiembre de dos mil veintidós, tuvo verificativo la audiencia de ley en este juicio, con la asistencia de las partes actora asistida por su autorizada, así como sus testigos, haciéndose constar la asistencia del diverso delegado de las autoridades demandadas. Enseguida el Secretario de Acuerdos, dio lectura al escrito de demanda y contestación de la misma, señalando las pruebas documentales presentadas por las partes. Se tuvieron por desahogadas las pruebas documentales de las partes. Se desahogo la prueba testimonial con el resultado que consta en el acta de audiencia respectiva. En período de alegatos se certificó que se formularon éstos por las partes, los que se ordenaron glosar a los autos para los efectos legales conducentes, por lo que se dio por terminada la audiencia, se citó para resolver y se turnaron los autos a la Magistrada Instructora para formular el proyecto respectivo.
C O N S I D E R A N D O

PRIMERO.- A la Primera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, corresponde conocer y resolver el presente juicio contencioso administrativo conforme a lo dispuesto por los artículos 123, de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, 123, apartado B, fracción XIII, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 1°, 2°, párrafo segundo y 7°, fracciones I y XVII, 9 fracción III, 24, 35, fracción VIII, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; 2°, segundo párrafo, 248, 249, 250 y 251 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí; en relación con el diverso 51, de la Ley del Sistema de Seguridad Pública del Estado de San Luis Potosí; puesto que se trata de una controversia de naturaleza administrativa entre un particular y autoridades del Estado de San Luis Potosí que se produce en virtud de una relación administrativa del actor con autoridades del Estado, como integrante de un cuerpo de seguridad pública; conflicto por el cual los invocados numerales le confieren jurisdicción.

SEGUNDO.- De conformidad con lo dispuesto en los artículos 228 y 229 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, esta Sala Unitaria procede analizar si en el presente juicio se actualiza alguna de las causales de improcedencia o sobreseimiento a que se refieren los artículos 228 y 229, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, que sirva de base para decretar total o parcialmente el sobreseimiento del juicio, ya sea que lo hagan valer o no las partes; toda vez que se trata de cuestiones de orden público que se tienen que estudiar de oficio y, cuyo análisis es preferente al del fondo del asunto.

En el presente asunto, la diversa autoridad demandada Comisario de la Dirección General de Métodos de Investigación de la Fiscalía General del Estado, hace valer la inexistencia del acto reclamado, atento a lo previsto en el artículo 243 fracción II, en relación con el 229 fracción V, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, en los siguientes términos:

“…Con fundamento en los diversos numerales 243 fracción II, en relación con el 229 fracción V, ambos del Código Adjetivo en consulta, se invoca la causal de SOBRESEIMIENTO, esto en razón a que conforme a las constancias de autos y medios probatorios, que se integran al expediente, quedara plenamente acreditada la INEXISTENCIA DEL ACTO RECLAMADO.
(…)

Lo anterior, ya que una vez realizada una consulta en la plantilla de personal asignado a la Dirección General de Métodos de Investigación de la Fiscalía General del Estado de San Luis Potosí, NO se encontró registro de que la multicitada actora…, perteneciere o hubiere pertenecido a esta Dirección General de Métodos de Investigación,…”

…por lo cual se aprecia que**********, manifiesta falsedades al afirmar actividades que nunca realizó, esta Dirección General de Métodos de Investigación, en virtud de que nunca perteneció ni muchos (sic) ingreso a la misma, tal como se ha demostrado y se demostrara en el transcurso de este juicio…”

Atento a lo anterior, la diversa autoridad demandada hace valer el sobreseimiento del juicio, relativo a la inexistencia del acto impugnado, el cual se encuentra previsto en la fracción V, del numeral 229 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, que dispone lo siguiente:
ARTÍCULO 229. “Procede el sobreseimiento del juicio: 

…V. Cuando de las constancias de autos apareciere claramente que no existe el acto impugnado;…”
En el caso justiciable, el acto impugnado consiste en: 


“…La ilegal determinación de baja y cese en el cargo que he venido desempeñando como POLICIA “A” DE LA DIRECCIÓN GENERAL DE METODOS DE INVESTIGACIÓN DE  LA FISCALÍA GENERAL DE GOBIERNO DEL ESTADO...,”
Con el objeto de acreditar los extremos de la acción intentada en el presente juicio, la parte actora aportó los medios de prueba que se desprenden de su escrito inicial de demanda y que hizo consistir en los siguientes: 

· Copia simple del oficio**********, expedido por el Comisario de la Dirección General de Métodos de Investigación (ver fojas 21 y 22)
· Escrito presentado por la parte actora, fechado el 31 de enero de 2022, dirigido al Comisario de la Dirección General de Métodos de Investigación, mediante el cual solicita la devolución de documentos que ahí describe (ver fojas 23 y 24)

· Documental relativa a la prueba COVID 19 a  nombre de la actora (ver foja 26)

· Testimoniales con cargo a los C.C. **********, quienes en el orden anotado atestaron lo siguiente:
********** “
· Informe rendido por la Dirección de Recursos Humanos, mediante oficio número**********, de fecha 12 de Julio de 2022, en los siguientes términos:
“

a) Si el área administrativa, DIRECCION GENERAL DE METODOS DE INVESTIGACION DE LA FISCALIA GENERAL DE GOBIERNO DEL ESTADO, tiene registrados o dados de alta en registros de nómina o pago, trabajadores.

No tiene registros de nómina o pago trabajadores.

b) Si de los registros de trabajadores de la DIRECCION GENERAL DE METODOS DE 1NVESTIGACION DE LA FISCALIA GENERAL DE GOBIERNO DEL ESTADO., aparece registrada**********.
No tiene registros de nómina o pago trabajadores.

c) La fecha de alta como trabajador en la DIRECCION GENERAL DE METODOS DE INVESTIGACION DE LA FISCALIA GENERAL DE GOBIERNO DEL ESTADO., de**********.

No tiene registros de nómina o pago trabajadores.

d) Si de los registros de altas y bajas en registros de pago o nómina en la DIRECCION GENERAL DE METODOS DE INVESTIGACION DE LA F1SCALIA GENERAL DE GOBIERNO DEL ESTADO., aparece la baja de**********.
No tiene registros de nómina o pago trabajadores.

e) La fecha que se informa de la baja de **********en los registros DIRECC1ON GENERAL DE METODOS DE INVESTIGACION DE LA FISCALIA GENERAL DE GOBIERNO DEL ESTADO.

No tiene registros de nómina o pago trabajadores.

f) El motivo de baja de **********en el registro de nómina o pago DIRECCION GENERAL DE METODOS DE INVESTIGACION DE LA FISCALIA GENERAL DE GOBIERNO DEL ESTADO.”

No tiene registros de nómina o pago trabajadores.” (ver foja 107)
Ahora bien, respecto de los medios de prueba ofrecidos por la parte actora, de señalarse en primer término, que con los mismos no se acredita de manera fehaciente la existencia de la relación administrativa con la Dirección General de Métodos de Investigación de la Fiscalía General de Gobierno del Estado, en el cargo de Policía “A”, con base en el análisis de las probanzas ofertadas.
En lo relativo a la copia simple del oficio**********, expedido por el Comisario de la Dirección General de Métodos de Investigación, este fue objetado por las demandadas, dada su ilegibilidad en su integridad, además de que niegan la existencia de su original en los archivos de la Dirección General de Administración de la Fiscalía General del Estado, por lo que no fue reconocido por la autoridad, de ahí que no se reconoce su autenticidad y veracidad, por lo que dada la objeción, al no estar perfeccionado mediante cotejo con su original, no obstante de que la actora estuvo en aptitud de solicitar el perfeccionamiento, es por lo cual no se le otorga valor probatorio alguno, pues no se genera certidumbre de su existencia, y mucho menos de su autenticidad.

En lo que respecta al escrito signado por la parte actora, de 31 de enero de 2022, dirigido al Comisario de la Dirección General de Métodos de Investigación, únicamente acredita la solicitud formulada en los términos que se contienen, sin que resulte tendiente a acreditar la relación administrativa de la aquí actora con las demandadas.
En lo que corresponde a la documental, que consta a fojas 26 del presente sumario, con la misma se justifica el informe de prueba COVID 19, a  nombre de la actora, por lo que dicho medio probatorio de manera alguna conduce a acreditar debidamente la relación administrativa de la accionante con las enjuiciadas.

Por cuanto hace al elemento de prueba consistente, en el Informe rendido por la Dirección de Recursos Humanos, mediante oficio número**********, de fecha 12 de Julio de 2022, se desprende de dicho informe que no existe registro alguno a favor de la actora en los registros de trabajadores de la Dirección General de Métodos de Investigación de la Fiscalía General de Gobierno del Estado, ni de su alta, ni baja, en razón que de las respuestas a las diversas interrogantes, dado que la emisora contesto de manera uniforme que “No tiene registros de nómina o pago trabajadores”.
En lo referente a las testimoniales ofertadas, dicho elemento de prueba no es idóneo para tener por acreditada la relación administrativa entre la actora y las demandadas, pues en términos de lo dispuesto en el numeral 5° fracción VIII, de la Ley del Sistema de Seguridad Pública del Estado de San Luis Potosí, se entiende por elemento de seguridad pública a los integrantes de los cuerpos de seguridad pública que ostenten ese carácter mediante nombramiento o instrumento jurídico equivalente expedido por autoridad competente, en concordancia con el artículo 101 de dicha legislación, que dispone que para efectos del mencionado ordenamiento, se consideran miembros de las instituciones de seguridad pública, a quienes tengan nombramiento o condición jurídica equivalente, otorgado por autoridad competente; por lo que de acuerdo a la naturaleza de la prueba, en términos de las citadas disposiciones legales, es la prueba documental la idónea para justificar debidamente el nombramiento de elemento de seguridad pública conferido a favor de la accionante, o bien el instrumento jurídico equivalente del que se desprenda de manera indudable que la actora es miembro de un cuerpo de seguridad pública, y que realiza funciones que le son encomendadas a cambio de una contraprestación, por tanto, la testimonial por sí sola no resulta apta para lograr el extremo que se pretende acreditar.
No pasa desapercibido para la Magistrada Titular de esta Primera Sala Unitaria, que la parte actora,  también ofreció como pruebas la instrumental de actuaciones y la presuncional legal y humana, por lo que hace a la primera, está integrada por los elementos probatorios que constan en el presente expediente, mismos que ya fueron debidamente reseñados, sin que del estudio de dichos elementos de prueba se adviertan datos o indicios que acrediten la existencia de la relación administrativa entre la parte actora y las autoridades demandadas. En lo relativo a la segunda, prueba presuncional legal y humana que hace consistir en las deducciones lógico jurídicas que se deriven de todo lo actuado, en cuanto beneficien a sus intereses y perjudiquen a los de la contraria; de conformidad con lo previsto en el artículo 376 del Código de Procedimientos Civiles del Estado, las presunciones son las que establece expresamente la ley y las que se deducen necesariamente de un hecho comprobado, por lo que para efecto de establecer una presunción, en este caso humana, por provenir del juzgador y no de la ley, es imprescindible que la inferencia se realice a partir de un hecho plenamente acreditado, sin que de los medios de prueba que obran en autos beneficien a la actora, pues no conducen a acreditar la existencia de la relación administrativa entre la actora y las enjuiciadas, la cual fue negada por éstas.
Conforme a lo anterior, los medios de prueba ofertados por la parte actora no justifican debidamente la existencia de la relación administrativa entre la accionante y las autoridades demandadas, y por ende resulta inexistente el cese verbal que refiere la actora sucedió el diecisiete de enero de dos mil veintidós.
Por otra parte, la diversa autoridad demandada Directora General de Administración de la Fiscalía General del Estado de San Luis Potosí, en lo conducente manifestó lo siguiente:

“…la actora no es Policía de la Dirección de Métodos de Investigación, por tanto, no es factible que se haya realizado una baja a un cargo que nunca ha ostentado….”

De igual manera, la diversa autoridad demandada Comisario de la Dirección General de Métodos de Investigación de la Fiscalía General del Estado, expuso en lo conducente que:

“…No se encontró registro de que la multicitada actora**********, perteneciere o hubiere pertenecido a esta Dirección General de Métodos de Investigación, por lo que las pretensiones de la parte actora, resultan totalmente improcedentes…

(…)

…no existe “Enlace de Comunicación social de esta dependencia”, como lo manifiesta la multicitada actora, por lo cual se aprecia que**********, manifiesta falsedades al afirmar actividades que nunca realizo, en esta Dirección General de Métodos de Investigación, en virtud que nunca perteneció ni muchos (sic) ingreso a la misma, …”

Y la diversa enjuiciada Fiscal General del Estado de San Luis Potosí, en lo conducente manifestó que:

“…es falso que haya existido el acto impugnado relativo a su baja o cese, respecto de un cargo de un puesto que nunca le fue otorgado…”
De acuerdo a las contestaciones de demanda producidas por las autoridades demandadas, quienes manifestaron la inexistencia del acto, en virtud de que la parte actora no era perteneciente a la  Dirección General de Métodos de Investigación, por lo que en ese sentido ante la circunstancia expuesta por las demandadas de que la parte actora nunca perteneció a dicha Dirección, la cual constituye una negativa simple y llana en relación a la existencia de una relación administrativa entre la actora y las autoridades demandadas, e inexistente el cese de que se duele la impetrante; por lo cual correspondía a la actora acreditar su afirmación en el sentido de que tenía una relación administrativa con las enjuiciadas, en virtud de que el 15 de septiembre de 2021, comenzó a prestar sus servicios para las mismas, en el área de comunicación social de la Dirección de Métodos de Investigación de la Fiscalía General del Estado.
Ahora bien, acorde a lo que disponen los artículos 273 y 274 del Código de Procedimientos Civiles del Estado de San Luis Potosí, de aplicación supletoria en el Juicio Contencioso Administrativo, acorde a lo que dispone el artículo 217, segundo párrafo, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, establecen dos reglas precisas sobre la carga de la prueba, el Actor está obligado a probar su acción, y el demandado su excepción, pues se basa en el principio de que quien afirma está obligado a probar, mientras que, el que niega, únicamente está obligado a probar en caso de que la negativa envuelva la afirmación expresa de un hecho, cuando se desconozca una presunción legal, cuando se desconozca la capacidad, y cuando la negativa fuere un elemento de la acción. 

Los preceptos legales en cita disponen lo siguiente:
ARTÍCULO 273.- “El actor debe probar los hechos constitutivos de su acción y el reo los de sus excepciones.”

ARTÍCULO 274.- “El que niega sólo estará obligado a probar: 

I.- Cuando la negación envuelva la afirmación expresa de un hecho; 

II.- Cuando se desconozca la presunción legal que tenga en su favor el colitigante; 

III.- Cuando se desconozca la capacidad; 

IV.- Cuando la negativa fuere elemento constitutivo de la acción.”
Por tanto, con base en lo señalado con antelación la negativa del acto impugnado por parte de las autoridades demandadas, se sustenta en la afirmación de que a la actora no le fue otorgado un cargo en la Dirección General de Métodos de Investigación, por lo que nunca perteneció ni ingreso a dicha Dirección, de ahí que es inexistente el acto impugnado; es decir la negativa de las autoridades demandadas se vierte simple y llanamente, lo cual impide arrojarle la carga de la prueba, porque ello significaría una obligación desmedida e imposible de cumplir, al tratarse de un hecho negativo, toda vez que se concreta en señalar que la accionante no perteneció a la Dirección General de Métodos de Investigación, y por ende no le fue otorgado cargo alguno; por lo que la carga de la prueba le corresponde a la parte actora.
Tiene aplicación, en lo que interesa el siguiente criterio:

Registro digital: 322303

Instancia: Segunda Sala

Quinta Época

Materias(s): Común

Fuente: Semanario Judicial de la Federación. Tomo LXXXVI, página 1133

Tipo: Aislada

PRUEBAS, CARGA DE LA. “Si bien es cierto que conforme a los principios que rigen la prueba, el que afirma está obligado a probar, y no el que niega, también lo es que los mismos principios establecen que cuando la negativa de una de las partes envuelve una afirmación, sí queda obligada esa parte a probarla.”


Lo resaltado es nuestro.

En las relatadas condiciones, si la carga probatoria correspondía a la parte actora, a fin de justificar de manera fehaciente la relación administrativa existente entre ésta y las enjuiciadas, sin que así lo hubiere hecho, toda vez que del análisis de las probanzas ofertadas por la accionante, las cuales fueron reseñadas en párrafos anteriores, no se advirtió que haya aportado elemento de prueba que acreditara de manera fehaciente la existencia de la relación administrativa, y consecuentemente tampoco el cese de que se duele, máxime que las diversas enjuiciadas negaron la existencia del acto impugnado, de manera simple, al señalar que la actora nunca perteneció ni ingreso a la Dirección General de Métodos de Investigación, por lo que no existe relación administrativa.
Aunado a lo anterior, las diversas autoridades demandadas Directora General de Administración de la Fiscalía General del Estado de San Luis Potosí y Comisario de la Dirección General de Métodos de Investigación de la Fiscalía General del Estado, exhibieron como elementos de prueba para robustecer la negativa de la existencia del vínculo entre las demandadas y la actora, los siguientes:

· Oficio**********, de 11 de noviembre de 2021, con fecha de recepción por parte de la Dirección de Recursos Humanos el día 12 del citado mes y año, del cual se desprende que se realiza una solicitud formulada por el Director General de Métodos de Investigación, para el ingreso a la plantilla de dicha Dirección, de la aquí actora como Oficial Administrativo de Seguridad C, para cubrir plazas vacantes a partir del día 1° de noviembre.
· Así como el diverso oficio número**********, de 22 de noviembre de 2021, emitido por la Directora General de Administración, en respuesta a la solicitud anterior, mediante el cual se señala que no es posible la contratación de tales personas, por las razones que se contienen en dicho documento.
Los citados medios de prueba obran a fojas 41 a la 44 y 66 a la 69 de los presentes autos, en copias debidamente certificadas, a los que se les concede valor probatorio pleno en términos del numeral 72 fracción I, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, máxime que no fueron objetados por la parte actora, con los que se acredita la solicitud formulada por el Director General de Métodos de Investigación para ingresar a la plantilla de la mencionada Dirección, a la aquí accionante, así como la respuesta en sentido negativo, al señalar que no es posible la contratación de las personas que se mencionan en la solicitud, entre las que se menciona a la aquí actora, por las razones expuestas por la Directora General de Administración.
De todo lo anterior se sigue, que la parte actora no probó su aseveración en el sentido de la existencia de la relación administrativa con las enjuiciadas, no obstante su afirmación de que desde el 15 de septiembre de 2021, comenzó a prestar sus servicios en el área de comunicación social de la Dirección de Métodos de Investigación de la Fiscalía General del Estado; en consecuencia, no acredita la existencia del cese verbal que refiere sucedió el diecisiete de enero de dos mil veintidós, toda vez que las pruebas ofrecidas por la misma resultaron insuficientes para tener por acreditada la relación administrativa, y por ende es inexistente el acto impugnado, teniendo el promovente la carga procesal de justificar su existencia ante la negativa simple formulada por las autoridades demandadas, toda vez que conforme a lo previsto por el artículo 273 del Código Adjetivo Civil del Estado, de aplicación supletoria al procedimiento contencioso administrativo por disposición del segundo párrafo del artículo 217 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, corresponde al actor acreditar los hechos constitutivos de su acción y al reo los de sus excepciones.
En las relatadas condiciones, al no haberse probado en autos la existencia del acto impugnado, resulta innecesario analizar los conceptos de impugnación o agravios vertidos por el inconforme, máxime que en la especie, se actualiza la causa de improcedencia a que se refiere la fracción V del artículo 229 del citado ordenamiento legal, toda vez que del estudio y valoración que se practicó a las pruebas ofrecidas por la parte actora, se desprende que son insuficientes para tener por acreditada la existencia de la relación administrativa, razón por la que la Magistrada Titular de esta Primera Sala Unitaria determina que resulta procedente decretar el sobreseimiento del presente juicio, al no acreditarse la existencia del acto impugnado.
Es aplicable al presente asunto la jurisprudencia que enseguida se transcribe:

Sirve de apoyo a lo anterior por afinidad, el criterio emitido por el Segundo Tribunal Colegiado del Vigésimo Circuito, publicado en el Semanario Judicial de la Federación, Tomo IX, Junio de 1992, Página: 428, Octava Época que establece lo siguiente:

SOBRESEIMIENTO EN EL JUICIO DE GARANTIAS CON APOYO EN LA FRACCION IV DEL ARTICULO 74 DE LA LEY DE AMPARO, CUANDO LA AUTORIDAD RESPONSABLE NIEGA EL ACTO QUE SE LE RECLAMA Y EL QUEJOSO NO ACREDITA SU EXISTENCIA PROCEDE EL. Cuando las autoridades responsables nieguen la existencia del acto que de cada una se les reclama, y los que intentaron la acción constitucional no aportaron ninguna prueba tendente a acreditar su existencia procede sobreseerse en el juicio de amparo con apoyo en lo dispuesto por la fracción IV del artículo 74 de la Ley de Amparo.

Por lo expuesto, fundado y con apoyo en los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, 1º, 2º, 7° y 9º fracción III de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí y 228 fracción XI, en relación con el artículo 229 fracción V, 248 y 249 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, es de resolverse y se, RESUELVE,
PRIMERO.- Esta Primera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, resultó competente para conocer y resolver el presente juicio.

SEGUNDO.- Por las razones expuestas en el considerando Segundo de la presente resolución, se decreta el SOBRESEIMIENTO del presente juicio.

TERCERO.- Notifíquese personalmente a la Parte Actora y por oficio a las Autoridades Demandadas, con copia autorizada de esta resolución.

ASÍ, lo resolvió y firma la Magistrada Titular de la Primera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, Licenciada MA. EUGENIA REYNA MASCORRO, quien actúa con Secretario de Acuerdos, Licenciado LIC. ANTONIO MARTÍNEZ PORTILLO, que autoriza y da fe.- CONSTE.(rúbricas)

Se suprimen datos personales por tratarse de información confidencial de particulares cuyo resguardo y protección está a cargo del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa; con motivo del ejercicio de sus funciones jurisdiccionales y administrativos que realiza conforme al ámbito de su competencia, de acuerdo con lo previsto en los artículos 3° fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 23, 82, 84 fracción XLIII, 87 fracción III, 138 y noveno transitorio de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí.
